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DERECHO DE PETICIÓN / OBLIGACIÓN DE DAR UNA RESPUESTA COMPLETA Y DE REMITIR A LA AUTORIDAD COMPETENTE. “[C]omo quiera que dejó de responder el referido Procurador lo relacionado con el listado de todas las acciones populares que se han tramitado en Pereira; sobre si los Procuradores Delegados han asistido a las audiencias de pacto de cumplimiento y respecto a la solicitud de iniciar investigación frente a los jueces civiles del circuito de Pereira y la Sala Civil Familia del Tribunal Superior. Además, aunque expresó que carecía de competencia para programar una cita con el Procurador General de la Nación, no procedió en la forma prevista por el artículo 21 de la Ley 1755 de 2015, pues omitió remitir la solicitud a la autoridad competente para resolverla, ni envió copia del oficio remisorio al demandante. De esa manera las cosas, se considera que el Procurador Judicial II-10 de la Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles, dejó de brindar respuesta completa a las solicitudes del demandante y en consecuencia, lesionó su derecho de petición. Por tanto, se concederá el amparo y ordenará al citado funcionario que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia dé respuesta a las solitudes sobre las que dejó de pronunciarse y a las que atrás se hizo alusión y para que en relación a aquella de la que carece de competencia, proceda en la forma indicada por el artículo 21 de la ley 1755 de 2015.”.
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Pereira, febrero tres (3) de dos mil dieciséis (2017)  


Acta No. 050 del 3 de febrero de 2017


Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00013-00
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Procurador General de la Nación, a la que fue vinculado el Procurador Judicial II-10 de la Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles.
A N T E C E D E N T E S

1. Expresó el actor que el Procurador General de la Nación lesionó su derecho de petición, toda vez que no ha resuelto sobre la solicitud de información que le presentó.

2. Pretende, para proteger esa garantía constitucional, se ordene al citado funcionario responder de fondo la solicitud que elevó de acuerdo con la petición que anexa.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del pasado 20 de enero se admitió la acción de tutela. Con posterioridad se ordenó vincular al Procurador Judicial II-10 de la Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles.
2. En el trámite de esta instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Procurador Provincial de Pereira, aunque no fue vinculado formalmente a la actuación, manifestó que el derecho de petición elevado por el accionante fue asignado, el 28 de diciembre de 2016, a la Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles, en razón a la división de trabajo que opera en esa entidad; el Procurador Judicial II-10, adscrito a esa dependencia, suscribió respuesta a la citada solicitud, la cual fue remitida al correo electrónico del demandante y se envió nuevamente el 23 de enero último. Solicitó, por tanto, declarar el hecho superado.
3. El Procurador Judicial II-10 de la Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles solicitó se negara el amparo solicitado por carencia actual de objeto, pues la petición formulada por el actor fue respondida por medio de oficio No. 151 de 20 de enero pasado, el que fue enviado a la dirección electrónica suministrada por el accionante “mecanismo que no reportó ninguna falla en el envío y recibo del mensaje por parte del destinatario”. Indicó además que en este caso se configura una actuación temeraria ya que con sustento en los mismos hechos y pretensiones, el actor acudió a otra acción de tutela la cual fue repartida al Magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo y se encuentra radicada bajo el No. 66001-22-13-000-2017-00014-00.  

4. El Procurador General de la Nación guardó silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar, en primer lugar, si en esta acción de tutela se presenta una cosa juzgada; en caso negativo se establecerá si incurrió en lesión al derecho de petición, de que es titular el demandante y se definirá si se está frente a un hecho superado, tal como lo solicita el Ministerio Público.
3. Según dijo el Procurador Judicial II-10 de la Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles, el actor interpuso otra acción de tutela con sustento en iguales hechos y pretensiones, la cual también está al conocimiento de esta Sala.

En virtud de lo anterior se ordenó incorporar al expediente copia de esa demanda, junto con sus anexos, y al confrontarla con la que ahora es objeto de estudio, se concluye en este caso no se ha configurado cosa juzgada alegada, pues ambas difieren en cuanto a los hechos, pretensiones y partes, si se tiene en cuenta que aquella se promovió contra el Procurador Judicial II-20 para Asuntos Civiles, con el objeto de que se le ordenara contestar una solicitud que le elevó a ese funcionario
 y la presente contra el Procurador General de la Nación, por cuenta de otra petición que le remitió directamente a él. 
Por ende, como no es posible declarar la cosa juzgada ni mucho menos la temeridad, se pasa a estudiar el caso de fondo.
4. El derecho que se invoca está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:

“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

“4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

“(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

“(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

“(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

“(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

 “…

“4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 

4. La Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma dice que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.

El artículo 21 dice que si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la petición por la autoridad competente.
5. Las pruebas documentales allegadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:
5.1 El 26 de diciembre del año pasado, el demandante remitió, por correo electrónico, solicitud al Procurador General de la Nación con los siguientes objetivos: se le informara: a) qué debe hacer para que le nombren delegados del Ministerio Público para que actúen en las acciones populares que promueve y se tramitan ante los jueces del circuito de esta ciudad, en cuyos trámites se vulneran sus derechos fundamentales al decretar el desistimiento tácito, a pesar de que esta figura no está contemplada en la Ley 472 de 1998; b) por qué los Procuradores delegados en sus acciones populares no actúan “y simplemente permiten que el operador judicial inaplique la Ley 472 de 1998 y c) por qué sus solicitudes de vigilancia judicial y administrativa nunca son admitidas en el Consejo Seccional o Superior de la Judicatura. En la primera de esas corporaciones le manifiestan que su petición es un escrito escueto, “pero olvidan que es un formato tipo que la misma administarcion (sic) de justicia me brindo (sic)”. Además solicitó: d) se investigara por qué razón no se tramitan aquellas peticiones de vigilancia judicial y administrativa; e) se requiriera a los Procuradores delegados en sus acciones populares con el fin de que acrediten qué actuaciones han adelantado en esos procesos; f) se brinde un listado completo de todas las acciones populares, con su radicado, que se han tramitado en Pereira y se solicite a los Procuradores delegados que acrediten si asistieron a las audiencias de pacto de cumplimiento, ello porque “no asisten y tampoco se compulsa copia a la Procuraduría General de la Nacion (sic) para su destitución”; g) se nombren delegados del Ministerio Público que provengan de Bogotá en aras de que garanticen su derecho al debido proceso; h) se investigue a los jueces civiles del circuito de Pereira y a la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de este distrito para que consignen en derecho cómo decretan la terminación anormal de las acciones populares en aplicación del Código General del Proceso, en desconocimiento de la norma especial y del principio del impuso oficioso de la actuación. Además cómo se permite que el Tribunal declare desierta su apelación, pese a “excusarme sumariamente de mi inasistencia por amenazas de muerte en contra de mi vida” y se nieguen a conceder el recurso de apelación interpuesto contra el auto que rechaza la acción popular, a pesar de ser un proceso de doble instancia; i) se requiera al Comandante de la Policía Nacional de Pereira, con el fin de que reestablezca su esquema de seguridad, en razón a las amenazas de muerte que ha recibido; j) se asigne cita con el Procurador General en aras de ponerle en conocimiento su situación personal de seguridad y k) se publique la respuesta que se brinde en prensa hablada, puede ser a través de la emisora de la Policía Nacional y se remita copia a la plenaria del Congreso de la República, al Fiscal General de la Nación, al Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo y a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
.
5.2 El Procurador Judicial II-10 de la Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles, a quien le fue asignado el trámite de la solicitud, dio respuesta mediante oficio de 20 de enero de este año, en el que le indicó al demandante lo siguiente: a) de conformidad con el inciso sexto del artículo 21 de la Ley 472 de 1998, los jueces civiles del circuito dan traslado de las demandas a los agentes del Ministerio Público y de acuerdo con la estructura interna de la Procuraduría estas se clasifican por especialidad, correspondiéndole a la Delegada de Asuntos Civiles que por medio de sus Procuradores Judiciales actúa en los respectivos procesos; b) el artículo 277-7 de la Constitución Política le atribuye al Procurador General de la Nación la función de intervenir ante la autoridades judiciales en defensa del ordenamiento jurídico y de los derechos fundamentales. Dicha intervención puede ser directa o por medio de delegados, esto último, como ocurre en los casos de las acciones populares; c) no existen procuradores asignados concretamente para las acciones populares que presenta el accionante. La judicatura tiene el deber de comunicar al Ministerio Público sobre la admisión de la demanda y el Procurador tiene la potestad de intervenir. Los Procuradores Judiciales Civiles se encuentran radicados en la ciudad de Bogotá y de conformidad con el numeral 13 del artículo 75 Decreto 262 de 2000, la actuación de los Procuradores Regionales “es ocasional ante las autoridades judiciales en los asuntos de competencia de los procuradores judiciales cuando estos no puedan intervenir o donde no existan. En la ciudad de Pereira no está radicado ningún Procurador Judicial para Asuntos Civiles y de ahí que si el Procurador Regional o el Juzgado de Conocimiento directamente, informan de la admisión de una acción popular, la intervención debe hacerse a través de uno de los Procuradores Judiciales II de la ciudad de Bogotá”; d) los jueces de la República cuentan con independencia para interpretar la norma y aunque se discrepe con las decisiones que adoptan respecto del desistimiento tácito de las acciones populares, tal como se ha puesto de presente en algunas de esas actuaciones formuladas por el peticionario, a través de incidentes de nulidad, intervenciones ante jueces de tutela y solicitudes de control de legalidad, “no significa necesariamente, que los señores Jueces y Magistrados estén obligados a acoger el criterio expuesto en el escrito de intervención”; e) los juzgados son los encargados de señalar las audiencias de pacto de cumplimiento y tienen el deber de informar a la Procuraduría de la fecha de esa diligencia “si la intervención la efectuó un Procurador Judicial II, se puede solicitar la participación del Regional en la audiencia y se ejerce el respectivo seguimiento de asistencia. En caso de que el Procurador Regional no haya dado traslado de la acción popular a la Delegada para Asunto Civiles, es responsabilidad del mismo la asistencia”; f) en caso de que la admisión de la acción popular haya sido informada a la Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles, los Procuradores Judiciales II asumirán la intervención en nombre del Ministerio Público y estarán atentos a cumplir su función hasta la culminación del proceso; g) de conformidad con el artículo 44 de la Ley 472 de 1998, en lo no previsto en esta norma, se aplica el Código General del Proceso en las acciones populares, y resaltó que el artículo 37 de la citada ley solo contempla la posibilidad de interponer recurso de apelación contra la sentencia, por ende frente a los autos que se dicten en esos procesos solo procede el de reposición; h) El Consejo de la Judicatura es una entidad pública autónoma y por tanto el Ministerio Público no puede entrar a responder sobre la negativa a sus solicitudes de vigilancia administrativa; i) para solicitar el restablecimiento de su esquema de seguridad deberá acudir a la Agencia Nacional de Protección para que se analice el riesgo en que se halla y se adopten las medidas que sean del caso; j) la cita con el señor Procurador General de la Nación “no es competencia de esta Delegada, así que no resulta posible agendar la reunión que usted solicita; k) la respuesta se envía “directamente a usted, quien ha pedido respuesta por parte del Ministerio Público”
. 
Según indicó ese funcionario, esa comunicación fue remitida al correo electrónico desde la cual se remitió la solicitud, el 23 de enero de este año; se adjuntó prueba de ese envío
.

5. De esta manera las cosas, al comparar el derecho de petición con el escrito que contiene la respuesta, se tiene que el citado funcionario al informarle al actor que la vinculación de los delegados del Ministerio Público a las acciones populares las hacen los jueces cuando admiten las demandas; que al intervención de los Procuradores Regionales es ocasional; que para poder actuar los Procuradores Judiciales II de Bogotá es necesario que así lo disponga el juez de conocimiento; que el Ministerio Público carece de competencia para responder sobre las que adopten los Consejos Superior y Seccional de la Judicatura en relación con sus solicitudes de vigilancia judicial administrativa; que para lo relativo a su esquema de seguridad debe acudir a la Agencia Nacional de Protección y que la respuesta a esa solicitud se envía únicamente al peticionario, resolvió de fondo y de manera clara las solicitudes relacionadas en los literales a), b), c), d), e), g), i) y k) arriba citados.  

Por tanto, respecto de esas peticiones se justifica dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: “Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".
Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.
2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 


2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”

2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 
6. No ocurre lo mismo con las solicitudes consignadas en los literales f), h) y j), como quiera que dejó de responder el referido Procurador lo relacionado con el listado de todas las acciones populares que se han tramitado en Pereira; sobre si los Procuradores Delegados han asistido a las audiencias de pacto de cumplimiento y respecto a la solicitud de iniciar investigación frente a los jueces civiles del circuito de Pereira y la Sala Civil Familia del Tribunal Superior.

Además, aunque expresó que carecía de competencia para programar una cita con el Procurador General de la Nación, no procedió en la forma prevista por el artículo 21 de la Ley 1755 de 2015, pues omitió remitir la solicitud a la autoridad competente para resolverla, ni envió copia del oficio remisorio al demandante.
7. De esa manera las cosas, se considera que el Procurador Judicial II-10 de la Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles, dejó de brindar respuesta completa a las solicitudes del demandante y en consecuencia, lesionó su derecho de petición.

Por tanto, se concederá el amparo y ordenará al citado funcionario que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia dé respuesta a las solitudes sobre las que dejó de pronunciarse y a las que atrás se hizo alusión y para que en relación a aquella de la que carece de competencia, proceda en la forma indicada por el artículo 21 de la ley 1755 de 2015.
8. No se impondrá orden alguna al Procurador General de la Nación, quien no ha lesionado el derecho de que se trata, pues fue al Procurador Judicial II-10 de la Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles a quien se le asignó la responsabilidad de resolver las peticiones elevadas por el actor, como lo plasmó en el escrito por medio del cual les dio respuesta parcial. 
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Tutelar el derecho fundamental de petición de que es titular el señor Javier Elías Arias Idárraga.
(Continúa parte resolutiva de la sentencia de primera instancia proferida en la acción de tutela radicada 66001-22-13-000-2017-00013-00)
SEGUNDO: En consecuencia, se ordena al Procurador Judicial II-10 de la Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, dé respuesta a las solitudes sobre las que dejó de pronunciarse y a las que atrás se hizo alusión y para que en relación a aquella de la que carece de competencia, proceda en la forma indicada por el artículo 21 de la ley 1755 de 2015.
TERCERO: Declarar la carencia actual de objeto por hecho superado respecto de las demás solicitudes elevadas por el accionante.
CUARTO: No se impone orden alguna al Procurador General de la Nación.
QUINTO: Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

SEXTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 




DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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� Sentencia T-117A de 2014, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez
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